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Conclusión 

Segunda Reforma Agraria: una historia que incomoda 

En este texto hemos expuesto los elementos más distintivos del pro-
ceso agrario boliviano que comenzó en 1996 –en pleno periodo de 
reformas neoliberales– que solo ahora, después de casi dos décadas, 
parece estar encaminado a su última etapa. Aunque los avances en 
la titulación de tierras han sido documentados y divulgados con 
cierta regularidad por el Estado, no se puso suficiente énfasis en 
las conexiones entre los resultados alcanzados y los objetivos de 
transformación de la desigual estructura agraria. Con pocas excep-
ciones, la práctica más común desde las instituciones públicas ha 
sido evaluar el avance del saneamiento en términos de números de 
hectáreas tituladas, sin que interese mucho si este proceso conlleva 
también la trasferencia de derechos propietarios a manos de los sec-
tores rurales excluidos. Los millones de hectáreas de tierras titula-
das y saneadas, además de distraer la atención de lo que en realidad 
importa, han alimentado en el imaginario colectivo la idea de que 
la reforma agraria consiste en un simple registro catastral de tierras.

La ley de tierras de 1996 (Ley INRA) guarda líneas de continuidad 
y a la vez tiene rupturas con la histórica Ley de Reforma Agraria 
de 1953. Ratifica los principales preceptos de carácter revolucionario 
y redistributivo, preserva la columna vertebral de la institucionali-
dad agraria, incluso no modifica disposiciones técnicas obsoletas, 
por ejemplo, los tamaños mínimos y máximos de las propiedades 
o la carga animal de cinco hectáreas por cabeza de ganado vacuno. 
Puesto que no ha sustituido por completo a la anterior ley, algunos 
consideran que más bien es la continuidad del anterior proceso agra-
rio. En cuanto a los principales puntos de ruptura, éstos surgen de la 
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adopción de nuevos procedimientos de intervención estatal donde 
predominan rutinas técnicas y jurídicas por encima del uso del po-
der político legítimo (es decir conforme a las leyes) como fueron la 
‘afectación’ y la expropiación de latifundios en los años cincuenta del 
siglo pasado. Por esta razón, la Ley INRA de 1996 sembró más dudas 
que certezas sobre su efectividad para corregir injusticias agrarias de 
carácter histórico. Dado que no resultó tan revolucionaria como su 
predecesora, pocos llegan a reconocerla como una segunda Refor-
ma Agraria. Sin embargo, si escarbamos un poco más allá de estas 
continuidades y debilidades, la Ley INRA ha inaugurado una nueva 
etapa, suspendiendo por completo los trámites y procesos agrarios 
anteriores, sustituyendo el CNRA y el INC por el INRA y determi-
nando el 97 por ciento del territorio nacional como área de inter-
vención. En este sentido desde el momento de su vigencia ningún 
derecho o título de propiedad tenía validez legal hasta su revisión, 
certificación y re-titulación. Al implementar nuevos procedimientos 
agrarios y suspender la vigencia de los derechos adquiridos ante-
riormente, la ley en cuestión inauguró un nuevo ciclo agrario. En 
este sentido desde hace casi dos décadas estamos frente a la segunda 
Reforma Agraria boliviana. Por supuesto, esto no quiere decir que 
este nuevo ciclo goce de legitimidad y aceptación, especialmente en-
tre las mayorías rurales. Tal como hemos explicado en este trabajo, 
las reformas agrarias pueden ser revolucionarias, conservadoras, li-
berales o neoliberales. Dicho de otra forma, pueden perturbar el sta-
tu quo en la tenencia de la tierra o pueden ser simplemente utilitarias 
a los intereses de las élites agrarias.

El componente revolucionario ha tenido dos momentos cruciales. 
El primer momento es previo a la aprobación de la Ley 1715, entre 
cinco a diez años antes de 1996. Son años de denuncia y exposi-
ción pública de cómo el CNRA había sido cooptado por completo 
por el poder político y por los ‘barones del oriente’1 para distri-
buirse grandes extensiones de tierra en la Amazonía, oriente, chi-
quitanía y el chaco, burlando cualquier procedimiento regular de 

1	 Esta frase es tomada del trabajo “Los barones del Oriente: el poder en Santa 
Cruz ayer y hoy” (Soruco, Plata y Medeiros 2008).
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adjudicación, dotación o distribución. Un primer intento por fre-
nar estas arbitrariedades vino del gobierno de Hernán Siles Suazo 
para revertir al dominio del Estado todas las propiedades titula-
das en la gestión de Luis García Meza (1980-1982). Esta medida 
presidencial anuló títulos ejecutoriales por 2,8 millones de hec-
táreas pero esta cantidad significativa de tierra revertida apenas 
era una pequeña muestra. La CSUTCB jugó un papel destacado 
en esos años y con apoyo de varias personalidades, elaboró el 
proyecto de Ley Agraria Fundamental (LAF)2 que además de con-
denar el neolatifundio, reinterpretaba el eslogan de lucha como 
“la tierra es para quien la trabaja personalmente”. Años más tar-
de estalló el caso “Bolibras”cuando el ex ministro de Educación, 
Hedim Céspedes Cossío, intentaba apropiarse de más de 100 mil 
hectáreas de tierra en el municipio de Pailón (Santa Cruz). A raíz 
de este hecho, irrumpió con fuerza un debate de alcance nacional 
sobre la necesidad de crear una nueva institucionalidad agraria y 
proceder a la verificación de los derechos de propiedad en toda la 
región de tierras bajas, particularmente de ganaderos, agroindus-
triales y madereros. En noviembre de 1992, el gobierno de Jaime 
Paz Zamora dispuso la intervención del Consejo Nacional de Re-
forma Agraria (CNRA) y del Instituto Nacional de Colonización 
(INC), nombrando como interventora a la abogada agrarista Isa-
bel Lavadenz.

Aunque es problemático estimar el impacto de estas luchas políti-
cas, lo cierto es que lograron modificar la correlación de fuerzas de 
ese momento y, al hacerlo, evitaron la consolidación de los ‘latifun-
dios especulativos’. No sabemos cuántos, pero años más tarde mu-

2	 Los borradores del proyecto de la LAF fueron redactados por Isaac Sandoval 
Rodríguez (asesor de la CSUTCB en esa época), Silvia Rivera y Xavier Albó. 
La comisión de trabajo estaba integrada por varias personas comprometidas 
con la causa campesina como Susana Chiarotti (una de las fundadoras del 
CEJIS). El dirigente Simón Quispe de la misma organización contribuyó con su 
visión clarificadora de la realidad del campesinado. Jenaro Flores, en calidad de 
máximo dirigente de la CSUTCB, entregó copias del documento aprobado en 
congreso campesino al presidente Hernán Siles Suazo y al Congreso Nacional 
el 2 de agosto de 1984 en un acto multitudinario en la plaza Murillo (CEJIS 
2003, 8).
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chos de los títulos ejecutoriales de esta época no fueron exhibidos 
como material documental por parte de los latifundistas para iniciar 
el proceso de saneamiento de la propiedad agraria3. El rechazo sis-
temático a la Ley 1715 (INRA) por parte de las élites agrarias del 
oriente y Amazonía fue un intento corporativo por afianzar la vali-
dez de los títulos ejecutoriales obtenidos de forma arbitraria en los 
últimos años del CNRA. Durante la discusión de los contenidos de 
la ley, los empresarios agropecuarios que trabajaban efectivamen-
te la tierra tenían demandas diferenciadas con respecto a los lati-
fundistas especuladores. Mientras los primeros pedían “seguridad 
plena” para sus derechos de propiedad y disminución de impues-
tos, los otros exigían “seguridad inmediata” mediante disposición 
expresa de saneamiento automático de sus títulos obtenidos del 
CNRA. Esto último no ocurrió. En consecuencia, las luchas políticas 
encabezadas por los campesinos, ‘campesinistas’ y defensores de la 
reforma agraria de esa época frenaron la pretensión de los especula-
dores de consolidar alrededor de 20 millones de hectáreas4 que, de 
haber ocurrido, habría duplicado y consolidado el total de propie-
dades en manos de medianos y empresarios agropecuarios. 

El segundo momento revolucionario ocurre en el periodo 2006-
2009, cuando finaliza el plazo de los 10 años de saneamiento (1996-
2006) y el gobierno de Evo Morales, en su primer año de gestión, 
pone en marcha una nueva política de tierras denominada “Re-
conducción Comunitaria de la Reforma Agraria”. Los primeros 
tres años de reconducción son decisivos tanto para la protección 
legal de los derechos colectivos y territorios indígenas de las tie-
rras bajas como para instrumentalizar los conceptos de reversión 

3	 Otra manera de verificar si realmente llegaron a reclamar la validez de los 
derechos adquiridos es mediante la verificación de cantidad de tierras revertidas 
al dominio del Estado. Dado que las reversiones han sido la excepción y no 
la regla en Santa Cruz y Beni, se puede asumir que los trabajos del INRA no 
han sido obstaculizados por demandas legales de reconocimiento de los títulos 
‘chutos’ entregados arbitrariamente por el CNRA hasta el año 1992.

4	 En el capítulo anterior hemos explicado con detalle que este número de hectáreas 
corresponde a la “distribución legal” de carácter ficticio y especulativo en los 
últimos diez años de vigencia del CNRA (1984-1993).
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y expropiación cuyo desarrollo había quedado atrofiado en los 
gobiernos anteriores. Sin desconocer la importancia de este perio-
do para la acelerada titulación de las TCO5, el hecho de mayor 
trascendencia consiste en la modificación del procedimiento de 
saneamiento explícitamente dirigido a extirpar los componentes 
propios de la “reforma agraria asistida por el mercado”. 

Los importantes cambios normativos introducidos el año 2006 or-
denan que la reversión tiene lugar por el incumplimiento parcial 
o total de la FES, de ese modo el pago del impuesto a la tierra por 
parte de los grandes propietarios ya no los libera de la eventual 
recuperación de tierras a dominio del Estado. Además, las tierras 
fiscales (expropiadas o no) solo pueden distribuirse exclusivamente 
a campesinos e indígenas de forma colectiva mientras que la adjudi-
cación (venta de tierras fiscales) en concursos públicos fue anulada6. 
El INRA tiene el mandato de sanear directamente y sin “terciariza-
ción” o contratación de empresas privadas de saneamiento. Tam-
bién crea mecanismos más expeditos para la intervención política 
del Estado (competencias de actuación y denuncia) y amplía el rol 
de control social de las organizaciones campesinas e indígenas para 
activar procesos de reversión y expropiación. En otras palabras, los 
cambios introducidos el año 2006 a la norma agraria, estuvieron 
concebidos para que el saneamiento concluya con la recuperación 
de tierras de mediana propiedad y empresa agropecuaria para que 
sean transferidas a manos de campesinos e indígenas de forma co-
lectiva (TCO o propiedad comunaria)7. 

5	 Por supuesto que también se han reconocido y titulado varias TCO en tierras 
altas durante este periodo. Tiene su propia importancia y connotación aunque 
ciertamente no es equiparable a las tituladas en tierras bajas por tratarse de 
formalizaciones de dominios territoriales preexistentes en la región andina.

6	 La Ley 3545 de Reconducción de la Reforma Agraria admite la figura de 
expropiación a ‘precio justo’ cuando exista necesidad pública de tierras para su 
dotación a campesinos e indígenas.

7	 Alejandro Almaraz, ponderando los cambios introducidos en 2006, señala 
que este es el comienzo de un nuevo ciclo de reforma agraria no solo por los 
cambios normativos sino por los resultados de redistribución logrados en los 
primeros años de aplicación de la Ley 3545. En esta mirada, la Ley INRA habría 
sido más bien el inicio formal de la segunda Reforma Agraria (Almaraz 2015).  
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Este periodo es revolucionario no tanto por los resultados alcanza-
dos en la titulación o redistribución de tierras sino por haber concre-
tado mecanismos operativos más afines con una “reforma agraria 
dirigida por el Estado”. La política de tierras del año 2006 es un 
cambio trascendental pero no suprime la Ley INRA ni el mecanis-
mo de saneamiento. Por un lado, este hecho confirma que la Ley de 
1996 no fue una simple adopción del proyecto de Ley del Instituto 
Nacional de Tierras (INTI), diseñado para Bolivia por el Banco Mun-
dial mediante el PNAT pero, por otro lado, la Ley INRA tampoco 
dejó de ser una versión híbrida, entre postulados de justicia social 
y dogmatismos ideológicos de libre mercado. El mecanismo de sa-
neamiento de la propiedad agraria siguió siendo el eje conductor 
del proceso de titulación de tierras. Pero es probable que la mayor 
debilidad de la “Reconducción Comunitaria de la Reforma Agra-
ria” haya tenido su origen en la radical postura antineoliberal del 
gobierno nacional (durante ese periodo), que lo empujó a utilizar el 
concepto de ‘neoliberalismo’ como una categoría maestra capaz de 
interpretar y luego desahuciar la propiedad individual demandada 
por el sector campesino. Pudo más el uso del término en cuestión 
como una herramienta de crítica antes que como una categoría con-
ceptual analíticamente difícil de manejar y resistente a generaliza-
ciones o simplificaciones8. La aversión de las autoridades agrarias 
a las demandas campesinas de titulación individual y dotación de 

8	 El ‘neoliberalismo’ sufrió una evolución conceptual acelerada desde, en sus 
inicios, una referencia específica a políticas de desregulación del mercado 
hasta agendas políticas de la clase dominante, pasando a describir de forma 
generalizada una gama muy amplia de fenómenos reales. Por supuesto, las 
críticas señalan que a pesar de ser un concepto pobremente definido, tiene una 
presencia ‘omnipresente’ y casi siempre es ‘invocado’ por los críticos de las 
políticas que pretenden eliminar toda forma de intervención del Estado en la 
economía (Venugopal 2015). El problema con el uso abusivo y poco riguroso 
de ‘neoliberalismo’ es que a veces desemboca en interpretaciones sesgadas 
sobre realidades concretas que no son mercantilistas pero guardan ciertas 
similaridades con la economía de libre mercado. Por ejemplo la agricultura 
campesina tradicional o parcelaria está basada en la tenencia privada/
familiar de la tierra y parcialmente interactúa con el mercado, llegando incluso 
a depender de forma creciente del mismo, pero no por ello son unidades 
agropecuarias capitalistas o génesis per se de procesos de mercantilización y 
diferenciación campesina.  
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tierras a título familiar abrió lagunas y distanciamientos que pronto 
serían decisivos para el cierre de este periodo excepcional. En cual-
quier caso, no sabremos con certeza los alcances y el potencial real 
de los cambios agrarios introducidos dado que, a inicios de 2010, el 
gobierno dio un giro radical en su política de tierras9.

Una de las principales interrogantes planteadas ha sido cuáles son 
los resultados y qué fuerzas operan detrás del proceso de titulación. 
Para esto, una primera cuestión a dilucidar es constatar si ha cam-
biado o no esa estructura agraria ‘dual’ que dio origen a la segunda 
Reforma Agraria. La imagen simplificada que tenemos es que, por 
un lado, se encuentra la agricultura empresarial (mediana y gran-
de) que usa capital de forma intensiva, produce materias primas 
agrícolas y está orientada al mercado externo y, por otro lado, se en-
cuentra la agricultura a pequeña escala, integrada por unidades de 
producción campesinas e indígenas, basada en el uso intensivo de 
la fuerza de trabajo familiar y gestionada por hogares cuyas formas 
de subsistencia se extienden a trabajos no agrícolas y extrapredia-
les. Mientras la agricultura empresarial es considerada “moderna” 
y estratégica, la agricultura campesina e indígena es considerada 
“tradicional”, sin mayor función económica que la provisión de mí-
nimas condiciones de vida para las familias del campo. Esta duali-
dad agraria ha sido interpretada como reflejo de la coexistencia del 
latifundio y el minifundio. 

Sin embargo, si bien tal representación –simplificada y esquemáti-
ca– no está del todo apartada de la realidad, el agro boliviano no es 
ajeno a las recientes transformaciones donde el tamaño de la tierra 
es apenas uno más de varios factores explicativos. Por ejemplo, la 
mayoría de las TCO de tierras bajas tienen una extensión territorial 

9	 La aprobación de la nueva Constitución Política del Estado mediante referéndum 
el año 2009, incorpora las principales demandas de los sectores corporativos de 
la agro empresa del oriente y Amazonía y conduce al pacto productivo entre el 
gobierno y la agro empresa que se concreta en la Agenda Patriótica 2025 y en la 
Cumbre Agropecuaria de 2015, con el argumento de fortalecer la seguridad con 
soberanía alimentaria y –ante la caída de los precios del petróleo– potenciar a 
Bolivia en el papel de exportador de alimentos y productos agroindustriales.
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mucho mayor que cualquier comunidad campesina de minifundis-
tas de la zona andina pero, y a pesar de ello, las familias indígenas 
siguen practicando una agricultura de subsistencia a pequeña escala 
en pequeñas parcelas habilitadas en el monte (llamadas ‘chacos’). 
El factor limitante no es la tierra sino la fuerza de trabajo familiar 
y las restricciones legales, además de la ausencia de capital y tec-
nología. No son minifundios pero no necesitan tal condición para 
formar parte de la agricultura a pequeña escala. Lo mismo se puede 
decir de las extensas TCO de Oruro y Potosí que en su mayor parte 
son tierras yermas, sin acceso a riego ni vegetación, se encuentran a 
grandes alturas y solo una mínima parte es apta para la agricultura 
y ganadería. No obstante, el saneamiento también ha develado un 
campesinado capitalizado y convertido en pequeño productor de 
mercancías. Ahí están los campesinos-colonizadores, productores de 
la hoja de coca, soya, quinua y otros cultivos comerciales. Principal-
mente son enclaves territoriales de las zonas de colonización y en las 
‘zonas de transición’ entre la región andina, la Amazonía y el oriente 
boliviano. Este sector que ha consolidado sus derechos mediante la 
titulación de tierras como pequeños propietarios; si bien es parte de 
la agricultura familiar, accede de forma creciente a tecnología, capi-
tal, servicios financieros y destina su producción para el mercado10. 
También podemos diferenciar otro grupo de pequeños productores 
que todavía producen alimentos, algunos de forma diversificada y 
para el mercado interno. Entre ellos están lecheros, campesinos ga-
naderos, horticultores, fruticultores, castañeros, entre otros. Es nota-
ble la consolidación de este sector de pequeños propietarios en los 
valles cruceños y cochabambinos y algunas zonas de tierras bajas.

 

10	 Las colonias menonitas ingresan a esta categoría y la gran mayoría están 
asentadas en la “zona de expansión” agroindustrial de Santa Cruz. Muchos 
menonitas son agricultores que están adoptando muy rápidamente maquinarias 
modernas, agroquímicos y semillas transgénicas para formar parte del negocio 
de producción de materias primas de exportación. Un reciente estudio subraya 
la manera en que coexiste en un mismo territorio con el capitalismo agrario 
boliviano este sector de más de 57 mil menonitas organizados en 55 colonias 
(Kopp 2015).
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Al volcar la mirada hacia los medianos propietarios y empresas 
agropecuarias, también nos encontramos con una amplia variedad 
de situaciones y tipos de sistemas de tenencia de la tierra. Como he-
mos abordado al inicio de esta sección, el ‘latifundio especulativo’ 
que tuvo existencia legal durante los últimos años de vigencia del 
CNRA, es marginal en la estructura de tenencia de la tierra actual y 
no precisamente por la intervención técnica y jurídica que manda la 
ley (el saneamiento como lucha jurídica) sino por las luchas sociales 
y políticas previas al proceso de saneamiento. Tampoco todas son 
propiedades latifundiarias clásicas en manos de una burguesía ru-
ral. El latifundio moderno tiene otras características. No se sustenta 
en la explotación de mano de obra barata de campesinos y trabaja-
dores rurales sino en capital y uso intensivo de (bio)tecnología. Hoy 
en día, los medianos y grandes propietarios de tierras no conforman 
una clase social propiamente rural porque no tienen necesidad de 
gestionar de forma directa sus propiedades y el control de la produc-
ción. Las nuevas formas de organización de la agricultura comercial 
conforman una diversidad de actores con diferentes escalas, mo-
dalidades y maneras de relacionarse con los territorios locales. Los 
contratos de producción como el arrendamiento, “partida” (aparce-
ría), la prestación terciarizada de servicios agrícolas (contratistas) o 
el contrato de joint venture para puesta en producción de tierras; se 
presentan como eslabones intermedios que tienden a separar al pro-
pietario de la producción y a crear un mercado de tierras donde en 
lugar de transar derechos de propiedad y tenencia, se negocian de-
rechos de uso parciales, condicionados y delimitados en el tiempo, 
bajo distintas formas de arreglos. Dado que las oportunidades de 
puesta en producción son múltiples (contratar servicios, arrendar o 
compartir riesgos), las propiedades medianas y grandes a menudo 
están subdivididas para maximizar oportunidades, ingresos y, en 
contrapartida, reducir riesgos, costos y sobreexposición a las leyes. 

Sin embargo, el saneamiento es un mecanismo y colección de he-
rramientas técnicas y jurídicas que no tiene correspondencia con 
estas nuevas formas de organización y manejo de las propiedades 
comerciales. De hecho, para el saneamiento la unidad del registro 
catastral es la parcela (por tanto genera un título ejecutorial por 
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cada parcela de tierra), de modo que un propietario, ya sea familiar 
o empresa agropecuaria, puede tener tantos títulos de propiedad 
como parcelas tenga. Esto quiere decir que, al no ser el beneficiario 
o la UPA la unidad de registro catastral, los datos de saneamiento 
tienen evidentes limitaciones desde su conceptualización para ex-
poner cuántas propiedades existen y qué extensión total tienen las 
parcelas tituladas por cada beneficiario. A pesar de ello y sustenta-
dos en las evidencias expuestas sobre la multiplicación acelerada de 
los predios titulados en las zonas más productivas y sin procesos re-
distributivos, podemos concluir que las tierras en disputa han sido 
retenidas por la misma clase agraria dominante, ya no en forma de 
grandes propiedades protegidas por unos cuantos títulos de pro-
piedad a nombre de pocos titulares (beneficiarios) sino en forma de 
propiedades fraccionadas bajo numerosos títulos agrarios a nombre 
de muchas personas o familias, los llamados “palos blancos” y so-
ciedades o “personas jurídicas”.

En suma, a principios de los años noventa del siglo pasado la es-
tructura agraria estaba visiblemente polarizada. Como advertía Paz 
(2003, 46), Bolivia ha “transitado de una estructura donde predomi-
naba la hacienda feudal, seguida de la comunidad originaria y muy 
secundariamente de la pequeña producción parcelaria –toda ella ar-
ticulada al capitalismo minero […]–, hacia una estructura donde la 
hegemonía la ejerce la empresa agraria que, representando el 10 por 
ciento de las unidades agropecuarias, monopoliza el 90 por ciento 
de la tierra, frente a la pequeña propiedad parcelaria de los campe-
sinos que representando el 90 por ciento de los productores, sólo 
tiene acceso al 10 por ciento de la tierra”. Hoy, los resultados del 
saneamiento sugieren que los intereses económicos y nuevos meca-
nismos de control de la renta agraria, más que modificar el carácter 
dual de agro, han complejizado su organización, las relaciones so-
ciales y económicas y las alianzas que se gestan entre el agro-capi-
tal y el Estado, pero también entre el agro-capital y los agricultores 
familiares capitalizados. Esta complejización apunta a organizar a 
los productores al menos en tres grandes sectores: un sector núcleo 
que controla la renta de la tierra, un sector semi-periférico cuya via-
bilidad depende de los nexos subordinados que mantenga con los 
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intereses del primero y un sector excluido (pero mayoritario) que 
no es utilitario para este nuevo régimen agrario. Aunque los datos 
del Censo Agropecuario 2013 son preliminares y no están desagre-
gados para un análisis minucioso, dan una pauta: el sector núcleo y 
semi-periférico (llanos y Amazonía), representando el 18 por ciento 
de las unidades agropecuarias controla el 66 por ciento de la tie-
rra, mientras que el sector excluido representando el 82 por ciento 
de las unidades agropecuarias controla el 34 por ciento de la tierra 
(altiplano, valles y chaco). La situación reciente no es tan extrema 
como la anterior porque la discusión previa y la implementación 
de la segunda Reforma Agraria detuvieron los acaparamientos es-
peculativos, se reconocieron las TCO a favor del sector indígena 
marginado del proceso anterior y también entra en escena la conso-
lidación de los campesinos-colonizadores y pequeños productores 
semi-periféricos11. Pero cuando se trata de las tierras con el más alto 
valor agrícola y ganadero, la segunda Reforma Agraria no hizo más 
que consolidar las propiedades preexistentes y, en el último periodo 
(2010-2014), acelerar este proceso y convertir el saneamiento en un 
mero procedimiento “formalizador” del registro catastral de tierras 
de medianas y grandes propiedades.

Habíamos señalado que las reformas agrarias tienen implicaciones 
políticas porque suponen alteraciones de fondo en las relaciones 
desiguales de poder. El requisito crucial es la ruptura de la coalición 
entre la élite política (la clase gobernante) y las élites agrarias. En el 
primer periodo de 1996-2006 esto evidentemente no ha ocurrido. La 
estrecha relación política entre los distintos gobiernos de turno y la 
clase terrateniente cruceña ha persistido por encima de las tensiones 
por el saneamiento pero esa alianza no fue utilizada para la ejecu-

11	 El último Censo Agropecuario de 2013 muestra que la superficie total declarada 
en propiedad es de 34,9 millones de hectáreas, cifra que varía apenas en un 
millón de hectáreas (3 por ciento) del total de tierras con potencial agrícola 
y ganadero que se ha estimado en 33,8 millones de hectáreas (ver capítulo 4, 
punto 1). Esta convergencia es orientadora para entender que el saneamiento 
contabiliza y suma tierras tanto con potencial productivo como tierras 
marginales mientras que los propietarios focalizan su atención solo en las que 
tienen uso y potencial productivo.
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ción del “saneamiento integrado al catastro” (CAT-SAN), es decir, 
para titular las tierras más productivas de manera ágil y despoliti-
zada, con la finalidad de estimular inversiones y el funcionamiento 
del mercado de tierras. Las zonas CAT-SAN incluían titulaciones 
de las zonas de colonización y esto pudo haber obstaculizado lo 
planeado. Aunque más de 1,7 millones de hectáreas de medianas y 
grandes propiedades han sido consolidadas en ese periodo, el sec-
tor empresarial en su mayoría optó por evitar la aplicación de la 
ley de tierras y la coalición con el poder político sirvió para este fin, 
para frenar y postergar el proceso12. En el siguiente periodo (2007-
2009) no hay duda de que la coalición estaba rota entre el poder 
político y los empresarios agropecuarios. La modificación de la Ley 
INRA exacerbó esa confrontación al extremo y cambió el escenario 
político. En gran medida, el nuevo marco legal fue la expresión de 
la nueva clase gobernante, esto es, del Movimiento al Socialismo 
(MAS) y las organizaciones sociales de indígenas, campesinos, ori-
ginarios e interculturales (Pacto de Unidad). Esta reconfiguración 
del poder político creaba las condiciones políticas necesarias para la 
reconducción de la reforma agraria. 

Al margen de la debilidad subrayada antes –enfoque colectivista y 
hostilidad hacia la propiedad individual del sector campesino– la 
alianza alcanzada entre el poder político y las organizaciones so-
ciales del campo para gestar un proceso agrario revolucionario no 
se solidificó ni avanzó lo suficiente porque tuvo al frente al menos 
dos fuerzas externas. Una, la relativa disminución de las tasas de 
pobreza en el área rural por influjo de los nuevos programas so-
ciales y “transferencias condicionadas de recursos públicos” imple-
mentados por el gobierno de Evo Morales. Esto atenuó las fuerzas 
reivindicativas de los campesinos e indígenas, al igual que entre sus 
principales líderes y dirigentes quienes comenzaron a formar parte 

12	 Durante los conflictos por la autonomía departamental en 2007, los grupos de 
poder agrario de Santa Cruz ratificaron su postura de no depender del gobierno 
nacional para la titulación y administración de tierras. El estatuto autonómico 
aprobado antes de la CPE, creaba el Instituto Departamental de Tierras (IDT) 
como la única entidad responsable del proceso de titulación, política de tierras 
y distribución de tierras fiscales o públicas (GADSC 2008, 15).



Conclusión  

223

de la burocracia estatal, a nivel central y a nivel de los gobiernos de-
partamentales y municipales. El sujeto revolucionario (el campesi-
nado sin tierra y con poca tierra) perdió sus espacios de autonomía 
de clase por su participación en el poder estatal. Las oportunidades 
de control de fondos públicos por parte de algunas capas dirigen-
ciales nacionales e intermedias (por ejemplo el manejo arbitrario 
del FONDIOC) introdujeron tensiones y pugnas entre los distintos 
sectores que terminarían por debilitar la cohesión interna del Pacto 
de Unidad. La segunda fuerza externa provino de la agricultura co-
mercial en auge debido a la creciente demanda mundial de materias 
primas agrícolas, particularmente de soya y la llegada e inyección 
de capitales transnacionales. La puesta en producción de más tie-
rras cultivables y la expansión de la frontera agrícola en el oriente 
significaban para los movimientos pro reforma agraria enfrentar a 
un actor nuevo y sin rostro (el capital) que tiene mayor poder eco-
nómico. La clase gobernante enfrentaba decisiones políticas com-
plicadas, entre aceptar el rol económico destacado del agronegocio 
–que de alguna manera coadyuvaba al rol del Estado de proveer 
crecimiento económico y acceso a alimentos a los bolivianos– o sim-
plemente enfrentarlo y establecer un nuevo régimen agrario y ali-
mentario en las tierras bajas. El desenlace es conocido. El gobierno 
nacional acabó abrazando los intereses de las élites agrarias. Es una 
solución por demás contradictoria para el sector campesino y des-
favorable para los beneficiarios de propiedades comunarias y TCO. 

La inicial ruptura entre el poder político constituido y el agro-poder 
(entre 2006 y 2009) se recompuso con una novedad: los potenciales 
beneficiarios de la reforma agraria (campesinos, interculturales y 
facciones de indígenas y originarios) ahora son parte de la nueva 
coalición tripartita. La clase dirigencial (al igual que los grupos cor-
porativos del oriente) no juega un rol marginal en la definición de 
las recientes políticas de tierras y administración del proceso de sa-
neamiento; al contrario, de forma directa o indirecta ahora tiene au-
toridad sobre las principales instituciones públicas del sector rural y 
de tierras (SNRA, INRA, CAN, MDRyT). No obstante, esta partici-
pación con potencial estratégico no es (ni podrá ser) cuestionadora 
del régimen agrario y alimentario dominante ni de las fuerzas eco-
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nómicas globales que determinan nuestro papel de proveedores de 
materia prima agrícola o biomasa barata para el mundo desarrolla-
do. Es una mediación política que tolera –sino recoge– los intereses 
del poder agrario y en los últimos años se traduce en la acelera-
da formalización de los derechos de propiedad de las medianas y 
grandes propiedades. Y esta mediación bajo estas condiciones tiene 
implicaciones de alto riesgo para el propio sector campesino e indí-
gena porque, por un lado solo unos pocos toman decisiones políti-
cas y a discreción sobre quienes serán los beneficiarios para acceder 
a tierras y por otro lado, la selección de beneficiarios ‘incorrectos’ 
por razones políticas es una práctica que se constituye en un factor 
distorsionador de la equidad en el acceso a la tierra. Los resulta-
dos del saneamiento que hemos expuesto con detalle, muestran una 
tendencia marcada hacia la consolidación de pequeños propietarios 
y nuevos asentamientos en las zonas de influencia agroindustrial. 
Entonces, es razonable concluir que la mediación campesina tiene 
estrecha relación con la formación de pequeños productores capi-
talizados, semi-periféricos, cuyo éxito está atado a la suerte de los 
grandes. Así, la coalición política se materializa en una coalición de 
intereses económicos de corto plazo. Es un sector minoritario que 
para legitimarse ante las mayorías excluidas levanta ocasionalmen-
te las banderas de la reforma agraria.

En este contexto político y bajo el influjo del régimen agrario globa-
lizado es sumamente complicado que la ley de tierras (Ley 1715 y 
Ley 3545) y los procedimientos técnicos y jurídicos de saneamien-
to que siguen en curso, tengan algún papel de importancia en el 
futuro. Los cambios en la institucionalidad agraria que amplían la 
participación de campesinos e indígenas y las competencias de las 
autoridades estatales tampoco se han traducido en procesos siste-
máticos y funcionales para alcanzar los objetivos de justicia agra-
ria. La ausencia de cambios concretos ha llevado a las federaciones 
campesinas de tierras altas a exigir nuevas leyes y más radicales. Sin 
embargo, esta historia de la segunda Reforma Agraria boliviana que 
desde sus inicios incomoda a todos, devela que cuando los desa-
fíos económicos y políticos son en extremo complejos, poco importa 
cuán revolucionario sea el sistema legal-agrario.
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Ahora retomemos la última pregunta planteada en este trabajo. La 
reforma agraria en curso y el saneamiento ¿aun son mecanismos vá-
lidos en el actual contexto de cambios agrarios dirigidos por fuerzas 
e intereses globales? Los argumentos y las evidencias que hemos 
ofrecido nos conducen a señalar que la segunda versión de la re-
forma agraria boliviana ha cumplido una parte meritoria de su co-
metido pero su continuidad, encarnada y reducida a un simple re-
gistro catastral de tierras, no solo es redundante sino regresiva. Por 
supuesto, la continuidad del proceso de saneamiento y titulación 
tiene sentido en comunidades de larga data que necesitan esclarecer 
derechos de propiedad y gestionar conflictos por tierra y recursos 
naturales. Una conclusión nuestra es que el proceso agrario se de-
bería paralizar y reformular sus estrategias, mecanismos y objetivos 
en las zonas de expansión de la frontera agrícola, en las principales 
franjas de penetración de nuevos asentamientos y propiedades, en 
las franjas de presión ubicadas entre las TCO de tierras bajas, co-
munidades de las zonas de transición y propiedades privadas, en 
áreas de amortiguación de los parques nacionales y áreas protegi-
das, en las zonas de desmonte descontrolado y, principalmente, en 
las tierras fiscales y sus márgenes. El problema no solo consiste en el 
acaparamiento y concentración de tierras sino que el proceso de sa-
neamiento conducido por presiones económicas y políticas, tiende a 
convertirse en un factor altamente distorsionador. Son comunes en 
las tierras bajas las denuncias de avasallamientos y asentamientos 
ilegales dirigidos por pequeños grupos vinculados al poder político 
campesino y hasta con tráfico de información estatal privilegiada. 
El hecho es que la ley de tierras fue formulada en un momento de 
nuestra historia en que la penetración del modelo de producción 
de materias primas de exportación estaba recién comenzando y no 
se preveía la fuerza hegemónica que tiene hoy en día, no solo en 
Bolivia sino en toda la región. Por esa razón, la ley de tierras no pre-
vé mecanismos de registro y menos aún de control de los capitales 
corporativos que se apropian de la renta agraria.

Por último, cabe decir que los temas centrales examinados en este 
texto conducen a concluir que cualquier reforma agraria –en el con-
texto particular de Bolivia– necesita ir más allá del enfoque redistri-
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butivo. Hasta ahora un supuesto fundamental es que la mayoría de 
los potenciales beneficiarios vive en las proximidades y dentro de 
las ecoregiones donde existen tierras disponibles o susceptibles de 
redistribución. De alguna manera, la legítima demanda territorial 
de los indígenas de tierras bajas ha acentuado esta percepción in-
exacta. Pero en términos históricos, la ruralidad boliviana es predo-
minantemente andina y sus medios de vida dependían y en alguna 
medida todavía dependen de las relaciones sociales y económicas 
establecidas con los distintos pisos ecológicos. En la historia recien-
te, mediante el INC, el acceso a nuevas tierras tuvo lugar mediante 
asentamientos humanos y programas de colonización que, inclu-
so, no implicaron redistribución, es decir, la afectación de grandes 
propiedades. La diferencia entre asentamientos humanos (o coloni-
zación) y redistribución reside en que los primeros requieren ma-
yor inversión pública y políticas de Estado específicas pero tienen 
la ventaja de que políticamente son menos conflictivos porque no 
hace falta rupturas profundas entre el poder político constituido y 
el agro-poder. En este tiempo, los asentamientos han sido parte del 
proceso agrario pero son hechos puntuales más que sistemáticos. 
Una omisión histórica del INRA es que absorbió la institucionalidad 
agraria del CNRA pero echó al olvido el legado del INC. 

Si solo podemos extraer una lección de este trabajo, esta sería que 
las distorsiones en el acceso a la tierra provocadas por la irrupción 
de intereses económicos y capitales transnacionales, solo podrán 
corregirse en la medida en que las políticas de reforma agraria sean 
reincorporadas en la agenda de lucha de quienes trabajan la tierra y 
reivindican su territorio.
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